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RESUMEN: El derecho, además de regular la vida social, se construye y se aplica mediante el lenguaje. Sin embargo, el discurso jurídico suele concentrarse en el significado literal de las normas y omite los contextos que intervienen en toda comunicación. Para lo que interesa en este artículo, se busca explicar la dimensión pragmática del discurso jurídico y sus conceptos fundamentales. Se examina cómo los actos de habla, la fuerza institucional del lenguaje, el silencio y la argumentación influyen en la interpretación y aplicación del derecho. El objetivo es mostrar la importancia de la pragmática porque una comprensión exclusivamente semántica o sintáctica resulta insuficiente para explicar cómo el derecho afecta y se relaciona con la realidad.
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ABSTRACT: Law, in addition to regulating social life, is constructed and applied through language. However, legal discourse tends to focus on the literal meaning of legal norms and omits the contexts that operate in all communication. For the purposes of this article, it seeks to explain the pragmatic dimension of legal discourse and its fundamental concepts. It examines how speech acts, the institutional force of language, silence, and argumentation influence the interpretation and application of the law. The aim is to show the importance of pragmatics because a purely semantic or syntactic understanding proves insufficient to explain how the law affects and relates to reality.
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1. INTRODUCCIÓN
Actualmente, no existe un desarrollo significativo en la doctrina costarricense que se interese en explicar cómo los elementos pragmáticos influyen en el derecho. Esta omisión preocupa porque el derecho, al ser un fenómeno que se desarrolla a través del lenguaje, encuentra en este su principal herramienta de construcción y aplicación. Sin embargo, hasta la fecha la atención se ha concentrado principalmente en el plano semántico (el significado literal de las palabras) y sintáctico (la organización de los enunciados). Deja de lado la dimensión pragmática, es decir, las intenciones comunicativas, los efectos y los contextos en los que se emplea el uso jurídico del lenguaje. 
Un análisis estrictamente semántico de los enunciados puede conducir a conclusiones muy diferentes de aquellas a las que se llegaría si se considerara la dimensión pragmática, que permite atender a la intención del emisor y a los efectos que sus palabras generan en un contexto determinado.
Omisiones como esta impactan de manera directa en el desarrollo del discurso y, a través de este, en el mundo jurídico. Ignorar la dimensión pragmática significa dejar fuera un elemento esencial de la comunicación, lo que dificulta una interpretación ajustada a la realidad y produce, en consecuencia, un derecho incompleto.
A continuación, se explicará el desarrollo de la pragmática en la teoría del lenguaje desde su origen en la semiótica hasta su desarrollo en la teoría del derecho a través del análisis del discurso jurídico. Se explicarán también los conceptos fundamentales de la pragmática, como estos se manifiestan en el derecho y, por último, el desarrollo académico que ha tenido el tema en la doctrina costarricense.  
El propósito de este artículo es que el lector pueda entender la relevancia de la dimensión pragmática del discurso en la teoría del derecho, que al encontrarse inmersa en el uso del lenguaje (principal herramienta de producción de esta disciplina) permea áreas como la argumentación jurídica, la práctica legislativa y la interpretación de las normas. Asimismo, se quiere dar visibilidad que, a pesar de su importancia, el estudio de la pragmática en el derecho ha sido todavía incipiente y gran parte de los esfuerzos por desarrollarlo vienen de autores provenientes de la tradición jurídica anglosajona e inclusive de expertos en otras disciplinas como la filosofía o la lingüística. 
2. ORÍGENES Y CONCEPTOS FUNDAMENTALES DE LA PRAGMÁTICA
La pragmática como objeto de estudio en la teoría del lenguaje tiene su origen en el año 1938. El filósofo estadounidense Charles William Morris, en su obra Foundations of the Theory of Signs, introdujo por primera vez el término para designarlo como una de las tres ramas de la semiótica, junto con la semántica y la sintáctica. Morris definió la pragmática como «la ciencia de los signos en relación con sus intérpretes». Destacó que el lenguaje debía comprenderse tal y como se manifiesta en situaciones comunicativas concretas.
Tras Morris, diversos filósofos angloparlantes desarrollaron los primeros estudios sistemáticos en este campo.
En 1962, John Langshaw Austin publicó How to Do Things with Words, obra fundamental en la que formula la teoría de los actos de habla. En ella criticó la visión del enunciado como mera descripción de la realidad y sostuvo que, al hablar, las personas no solo describen, sino que también realizan acciones mediante «enunciados realizativos». A través de este concepto, explica que los enunciados son tipos de acciones y por ello, en la comunicación resulta esencial comprender la intención con la que el emisor expresa su mensaje (Gutiérrez Ordóñez, 2002, p. 37).
Para Austin, estos actos no son verdaderos o falsos, sino adecuados o inadecuados. Esto, en la medida en que cumplan con ciertos requisitos: la convencionalidad del procedimiento, la idoneidad de los participantes y el respeto a las reglas establecidas. La omisión de alguno de estos elementos puede conducir a la nulidad – o infortunio, como Austin lo llamaba – del acto de habla.
Otro de los aportes centrales de Austin fue su distinción entre el «acto locutivo» (el hecho de decir algo), el «acto ilocutivo» (la acción realizada al decirlo) y el «acto perlocutivo» (los efectos producidos en el destinatario). De estos, los de mayor relevancia para la pragmática son los actos ilocutivos y perlocutivos, pues permiten comprender tanto la intención del hablante como las consecuencias que genera en el interlocutor.
En esta línea, en 1969, John Searle publicó Speech Acts, donde profundizó la relación entre lenguaje y acción. Para él, la comunicación es en sí misma una forma de acción, regulada por reglas que organizan la actividad lingüística. Entre sus principales aportes se encuentra el desarrollo del concepto de «fuerza ilocutiva» y la caracterización de los actos de habla indirectos, es decir, aquellos en los que lo expresado de manera literal difiere de la intención comunicativa del hablante.
Por su parte, durante la década de 1960, Herbert Paul Grice dictó en Harvard una serie de conferencias que marcaron un hito en la pragmática. Allí formuló el «principio de cooperación» y las «máximas conversacionales». Con esto, explicó cómo los interlocutores orientan sus intercambios para que la comunicación sea efectiva. Cuando una de estas máximas se infringe, se generan malentendidos o, en algunos casos, significados adicionales. En este marco, Grice acuñó el concepto de implicaturas conversacionales, entendidas como «los significados que se transmiten más allá de lo dicho literalmente». Estas implicaturas permiten al oyente reconstruir el contenido real del mensaje, y Grice las clasificó en distintas categorías según su naturaleza y función.
Más adelante, en 1986, Dan Sperber y Deirdre Wilson publicaron Relevance: Communication and Cognition, donde reformularon los postulados de Grice. En lugar de múltiples máximas, propusieron un único principio rector: «sea relevante». Según este principio, todo acto comunicativo parte de la presunción de que lo dicho será lo más pertinente para el contexto. De modo que cada enunciado debe generar el mayor beneficio cognitivo con el menor esfuerzo interpretativo. Aquí, los actos comunicativos se basan en una presunción de relevancia, donde el destinatario asume que el mensaje del emisor es lo suficientemente importante como para justificar el esfuerzo de interpretarlo.
Jean-Claude Anscombre y Oswald Ducrot desarrollaron la «teoría de la argumentación», plasmada en su obra homónima de 1983. Estos autores sostuvieron que el lenguaje no cumple únicamente una función descriptiva, sino que todo enunciado posee una orientación argumentativa, dirigida a persuadir al interlocutor hacia una conclusión determinada.
Estos son los fundadores de la pragmática como campo de estudio. Sus planteamientos sirvieron para el desarrollo posterior de esta disciplina. Después de ellos, el estudio de la pragmática fue desarrollado en el idioma español por estudiosos del lenguaje como María Victoria Escandell Vidal o Salvador Gutiérrez Ordóñez. Inclusive, en tiempos recientes, la pragmática ha sido estudiada en el discurso de otras ramas del conocimiento, como en el periodismo a través de Álex Grijelmo García.
El estudio de la pragmática en el derecho, aunque incipiente, cuenta con un desarrollo focalizado en determinadas zonas geográficas. En Norteamérica, autores como Michael B. W. Sinclair, Douglas Walton y, en parte, Andrei Marmor lo han abordado desde la relación entre la pragmática con la interpretación legislativa y la argumentación jurídica. Su interés principal está en explicar cómo se puede comunicar más allá de lo dicho literalmente, pero con limitaciones. También se cuestionan las máximas de Grice, sobre todo el principio de cooperación que, por ejemplo, en un contradictorio no es esperable que se cumpla al haber intereses contrapuestos sobre una serie de hechos que se analizan, por lo que las partes relatan y omiten información según les convenga. Por eso, los argumentos interpretativos en casos como este funcionan como presunciones que pueden ser rebatidas. 
Existe un eje italiano compuesto por autores como Francesca Poggi, Alessandro Capone, Fabrizio Macagno, Giovanni Sartor y Giovanni Tuzet. Este desarrolla una reflexión más filosófica sobre la pragmática en el derecho. Sus aportes construyen un marco conceptual para entender cómo operan las inferencias jurídicas, los cánones interpretativos y qué contenido se le puede atribuir a una norma. Su principal contribución es aportar herramientas para analizar el derecho como una práctica contextualizada y dependiente de las presunciones de los hablantes. 
Los nórdicos y centroeuropeos también han trabajado el tema por medio de Jan Engberg, Sylwia Wojtczak y Mateusz Zeifert. Este grupo dirige la pragmática hacia enfoques cognitivos y semióticos. Su aporte principal consiste en mostrar cómo la interpretación jurídica depende de cómo los textos hacen visibles ciertos elementos, ocultan otros y clasifican la realidad mediante categorías legales que construye el mismo derecho. Sus trabajos no se centran tanto en las máximas de Grice, sino en los problemas de discurso, cognición, categorización de conceptos y la construcción del significado jurídico.   
Por último, la doctrina latinoamericana ha estado representada por autores como María Gabriela Scataglini, Carlos Bernal Pulido, Pablo Salazar Carvajal y Mario Matarrita Arroyo. Sus aportes se han concentrado en el análisis de la decisión judicial y la teoría del derecho. Se estudian los efectos perlocutivos que produce el juez cuando decide y cómo las normas adquieren sentido en prácticas compartidas. Se conecta la pragmática con la acción de los tribunales y los problemas de interpretación en sistemas jurídicos específicos. 
3. LA DIMENSIÓN PRAGMÁTICA DEL DISCURSO JURÍDICO
El derecho encuentra en el lenguaje su principal herramienta de producción. Se constituye a través de un conjunto de prácticas lingüísticas institucionalizadas, mediante las que actores legitimados realizan actos de habla siguiendo procedimientos específicos. A diferencia de los emitidos en entornos coloquiales, estos actos poseen la capacidad de producir efectos coercitivos. En este sentido, el derecho se convierte en el método mediante el cual la institucionalidad, a través del discurso, consigue crear realidades sociales. Nombra, regula y consagra aquello que está legitimada para establecer (Bourdieu, 2000, p. 197). 
Aquí, los requisitos de validez adquieren una importancia central. Cualquier error en el cumplimiento de las formas puede implicar la nulidad del acto. Su validez depende de las condiciones de legitimidad en las que se emiten. Es indispensable respetar tanto los procedimientos de forma como los de fondo, y atender a las solemnidades, para asegurar la correcta eficacia de estos actos.
Como se mencionó anteriormente, Austin y Searle, al desarrollar la teoría de los actos de habla, distinguieron tres acciones a través de las cuales puede analizarse el discurso. La «acción locutiva» que se refiere a la literalidad del mensaje; la «acción ilocutiva» que se relaciona con aquello que se dice considerando la intención del hablante; y la «acción perlocutiva» que alude a los efectos que el acto produce en el destinatario (Austin, 1990, como se citó en Matarrita Arroyo, 2023). Al considerar estas tres acciones, se entiende que el derecho no es un mero intérprete de las normas positivas, sino que crea una realidad jurídica. A continuación, se explicará cada una: 
i. Acción locutiva
El derecho se construye sobre una base material que funciona como el principal medio de interpretación para los operadores jurídicos. Esta base se encuentra principalmente en las normas, pero también se manifiesta a través de principios y premisas presentes en todas las fuentes del derecho.
Este tipo de acción se utiliza, por ejemplo, cuando un juez, un litigante o una institución cita un artículo específico de una norma para fundamentar sus argumentos. En estos casos, se realiza una acción meramente descriptiva, ya que se expone la relación de una norma con determinadas afirmaciones (Moreso y Chilovi, 2016, pp. 61-62).
Por lo tanto, si el derecho se limitara únicamente a esta acción, no sería más que una mera recitación de normas, reducida a los formalismos de una aplicación literal de lo que expresamente establece el ordenamiento (Atienza, 2013, p. 23). Sin embargo, en la realidad no es posible comprender el derecho sin analizarlo en conjunto con las otras dos acciones que se generan a través del discurso.
ii. Acción ilocutiva
A través de los ejercicios argumentativos en los que se desarrolla el derecho, el lenguaje puede crear nuevas situaciones jurídicas. Por ejemplo, cuando un juez dicta sentencia, no se limita a exponer literalmente las razones de su decisión. En ese proceso, el juez realiza un acto lingüístico regulado institucionalmente.
El acto ilocutivo no se reduce únicamente a la función del juez. También el fiscal que acusa y el litigante que argumenta o demanda realizan actos con fuerza ilocutiva. Estos actos producen efectos determinados que el ordenamiento jurídico válida.
iii. Acción perlocutiva
A través de la acción perlocutiva, el discurso jurídico debe analizarse a partir de los efectos que genera. Estos efectos surgen de los múltiples actos de habla que se realizan en su interior. En esta acción, la retórica adquiere un papel central, pues a través de su contenido, por ejemplo, el juez busca persuadir a la audiencia de que su respuesta es la correcta (Witczak-Plisiecka, 2013, como se citó en Matarrita Arroyo, 2023). En la jurisprudencia la argumentación de los jueces no se limita a señalar qué dispone el derecho ni qué norma debe aplicarse a un caso determinado. Por el contrario, esta argumentación debe convencer a todos los destinatarios de que la decisión adoptada es razonable y que se tomó respetando los parámetros establecidos en el bloque de legalidad.
El análisis perlocutivo también resulta relevante cuando se examinan supuestos de hecho en los que no solo importa lo que se dijo, sino también los efectos que ese discurso generó. Un ejemplo de ello se presenta en los casos de difamación o daño moral. En estas situaciones, el demandado puede haber expresado literalmente una afirmación determinada. Sin embargo, al escoger las palabras de una forma específica, puede producir efectos que van más allá del contenido explícito (Grijelmo García, 2012, p. 461). 
Estos conceptos permiten al operador jurídico analizar el discurso en tres tipos de acciones distintas e interpretar lo que se dice más allá de la mera literalidad del texto. 
4. LAS TRES DIMENSIONES DEL DISCURSO Y LA OMISIÓN DE LA PRAGMÁTICA
El discurso jurídico, como cualquier otro, se concibe como multidimensional, pues comprende las dimensiones semántica, sintáctica y pragmática. Aunque en la práctica no existen límites claros entre ellas y se encuentran estrechamente relacionadas, estos conceptos permiten caracterizar de manera general el lenguaje (Jori, 2016, pp. 35-36).
i. Dimensión semántica
La dimensión semántica se centra en el significado literal asociado a un determinado elemento lingüístico. En el discurso jurídico, esta dimensión presenta características propias vinculadas con la terminología jurídica y su interpretación. Entre ellas, se encuentran: 
· Términos técnicos: Los operadores jurídicos recurren constantemente a un vocabulario técnico caracterizado por términos de difícil entendimiento para quienes no están educados en la materia. 
· Significados especializados: El uso jurídico del español puede recurrir a significantes a los que dentro del lenguaje coloquial se les da un uso común, pero dentro del ámbito técnico se les da un significado distinto. Este no necesariamente es opuesto (aunque puede suceder); sin embargo, sí muestra diferencias significativas con los significados ordinarios que se les atribuyen (Jori, 2016, p. 35). 
· Fricción entre significado y sentido: El significado semántico al momento de expresarse en una situación práctica puede discrepar del sentido de lo que se pretende expresar. En múltiples escenarios, para tener claridad de lo que realmente se transmitió, debe haber un enriquecimiento pragmático que en el discurso jurídico no siempre se toma en consideración (Macagno et al., 2018, p. 71). 
De lo anterior resulta claro que la semántica en el lenguaje jurídico adquiere un valor particular. Esto se debe al uso de términos tanto técnicos como coloquiales que poseen significados especializados. Sin embargo, no puede ignorarse la fricción constante entre el significado literal y el sentido que estos términos adquieren en la práctica. Por ello, la interpretación semántica suele quedar supeditada a consideraciones pragmáticas. Esta tensión es especialmente evidente en el ámbito jurisdiccional, donde los jueces pueden mostrar con frecuencia una inclinación por las interpretaciones literales, en lugar de considerar de manera contextual los elementos presentes en aquello que juzgan.
ii. Dimensión sintáctica
La dimensión sintáctica se refiere a la estructura y organización de los elementos lingüísticos. A diferencia del lenguaje común, este tipo de discurso suele presentar una sintaxis propia. Al igual que ocurre en otros textos burocráticos, esta sintaxis tiende a generar problemas de claridad. Dichos problemas se manifiestan, por ejemplo, en el uso de enunciados innecesariamente extensos y en la presencia frecuente de oraciones subordinadas (Rodríguez-Toubes, 2017, como se citó en Matarrita Arroyo, 2023).
Esta dimensión también cobra especial relevancia en la construcción de argumentos mediante la retórica. La retórica se basa en un encadenamiento de enunciados que, a partir de una serie de premisas, permite derivar una conclusión. La forma en que estos enunciados se ordenan constituye el esquema formal del argumento e influye directamente en los efectos perlocutivos que se generan en el destinatario.
Asimismo, la dimensión sintáctica resulta fundamental para garantizar la coherencia del discurso y la consistencia de los argumentos. De este modo, se asegura que la conclusión a la que se pretende llegar sea inferible lógicamente.
Ahora bien, es cierto que la consideración de la sintáctica es un elemento necesario para entender el discurso jurídico. Pero no resulta suficiente porque se ocupa únicamente de la estructura de los argumentos y deja por fuera su contenido material, por lo que su utilidad radica en aspectos como dar claridad, estructura y precisión a los enunciados. 
iii. Dimensión pragmática
En general, la pragmática se entiende como el proceso mediante el cual se moldea el significado de un enunciado durante la interacción social. Esta dimensión atiende a la relación entre el código lingüístico, los participantes y el contexto en el que se produce la oración (Macagno et al., 2018, p. 71).
La dimensión pragmática del discurso jurídico se centra en el uso del lenguaje en contextos específicos del derecho. En esta dimensión, lo expresado se relaciona con el hablante y con sus destinatarios (Jori, 2016, p. 35). Resulta esencial para comprender el derecho, pues es aquí donde este se concreta en actos comunicativos y se impone a través de la institucionalidad. A diferencia de las otras dos dimensiones del discurso, la pragmática concibe los actos jurídicos como fenómenos sociales cuyos efectos influyen tanto en las partes como en la sociedad en su conjunto (Bourdieu, 2000, p. 197).
En el discurso jurídico, los actos de habla realizados por las partes involucradas, pueden dividirse en dos tipos: 
· Macroactos de habla: Los objetivos de poder expresados en la sentencia (Matarrita Arroyo, 2023), pudiendo ser esta resolución de fondo, forma o mero trámite. 
· Microactos de habla: Unidades menores que se pueden encontrar de forma reiterada en las decisiones judiciales; los jueces las utilizan para motivar sus decisiones (Matarrita Arroyo, 2023). 
Para comprender cómo el derecho interactúa con la dimensión pragmática del discurso, es necesario considerar las situaciones jurídicas que se encuentran en constante conflicto (Jori, 2016, p. 43). En estos contextos, la interacción lingüística no suele ser natural, sino estratégica. Los actores jurídicos emplean con frecuencia un lenguaje ambiguo o calculado con el fin de alcanzar determinados objetivos.
Desde la perspectiva pragmática, la argumentación jurídica constituye una actividad social orientada a la persuasión (Atienza, 2013, p. 111). Esta se logra mediante argumentos que, para ser efectivos, no dependen únicamente de su validez lógica. También dependen de la aceptabilidad con que los destinatarios los reciban en un contexto determinado. Por ello, no basta con demostrar que los argumentos expuestos son conformes a derecho desde un punto de vista lógico. Además de eso, es necesario convencer a los destinatarios de que dicha tesis debe prevalecer frente a otras posibles interpretaciones.
Visto lo anterior, la pragmática en el discurso jurídico puede entenderse de forma más específica como la relación entre la utilización jurídica del español, sus usuarios típicos y las situaciones de enunciación. 
De lo anterior se desprende que el uso jurídico del lenguaje no funciona con completa naturalidad, al menos si se analiza a la luz de las máximas conversacionales de Grice. En este sentido, algunos autores sostienen que dicho lenguaje se ubica en una categoría intermedia denominada «lenguaje administrado». Su función principal consiste en servir como un instrumento que legitima el ejercicio institucional, en una relación constante entre expertos y profanos (Jori, 2016, p. 33). Por ello, la interpretación en el derecho deja de ser un proceso estático y se configura de manera dinámica en contextos específicos, y se consideran los elementos del entorno que influyen en cada situación concreta.
5. LA OMISIÓN PRAGMÁTICA EN LA INTERPRETACIÓN Y APLICACIÓN DEL DERECHO
Diversos autores coinciden en las limitaciones de realizar un análisis estrictamente literal del lenguaje jurídico y de expresarlo de esa manera. Esta dificultad se acentúa especialmente en el caso de los jueces, quienes pueden caer en el error de ignorar la dimensión pragmática del derecho. En consecuencia, pueden limitarse a análisis puramente normativos de situaciones cuya relación con la realidad resulta innegable.
Ignorar la dimensión pragmática del lenguaje y su aplicación en el derecho puede tener consecuencias importantes. En particular, puede llevar a que las decisiones judiciales dejen de considerar elementos cognitivos, culturales y axiológicos que resultan relevantes para resolver los casos. Estos elementos no solo se encuentran en los hechos controvertidos, sino también en el fuero interno del juez que decide.
Esta omisión suele apoyarse en una concepción aséptica del derecho, según la cual las controversias se resuelven de manera objetiva y descontextualizada. Bajo esta perspectiva, la norma parecería admitir una única interpretación correcta, sin atender a las presunciones pragmáticas que rigen toda comunicación.
Sin embargo, las interpretaciones formalistas pueden generar consecuencias que trascienden a las partes involucradas. En muchos casos, sus efectos alcanzan a la sociedad en su conjunto, en ámbitos como el presupuesto estatal, el reconocimiento de derechos o el desarrollo social (Matarrita Arroyo, 2023).
La omisión del contexto lleva a nudos problemáticos, situaciones que no pueden resolverse por silogismos directos entre norma y hechos (González-Meneses, 2011, como se citó en Atienza, 2013, p. 733). La relación entre la realidad y el derecho conforma una entidad compleja que muchas veces recae en zonas de penumbra, o sea, hechos que no entran de forma clara en ninguna norma del ordenamiento. Para justificar una resolución en este supuesto, debe irse más allá de la lógica formal y las interpretaciones gramaticales, cosa que muchas veces se ignora (Atienza, 2013, p. 21). 
Omitir la dimensión pragmática del derecho contribuye a que este se vuelva oscuro y burocrático. Oscuridad en la que se omiten elementos indispensables para emitir una resolución fundada en todos los factores que el juez tiene la responsabilidad de explicar.
Todo lo anterior conduce a un «platonismo de las reglas», según el cual se asume que, si las palabras de la norma son claras, no es necesario indagar más. Se denomina así porque parte del supuesto de que las fuentes del derecho poseen significados objetivos que simplemente se descubren, en lugar de interpretarse (Haba, 2012, como se citó en Matarrita Arroyo, 2023). De este modo, se cae en un ejercicio artificial cuyos resultados terminan por ignorar la realidad.
6. EL SILENCIO COMO CATEGORÍA PRAGMÁTICA IGNORADA EN EL ANÁLISIS JURÍDICO
Resulta incompleto analizar cómo la pragmática se manifiesta en el discurso jurídico si el examen se limita únicamente a lo que se dice. También es necesario considerar los efectos que el silencio puede producir en la eficacia de los actos jurídicos, pues aquello que no se expresa también genera consecuencias pragmáticas. Ignorar el silencio implica dejar de lado la manera en que, por ejemplo, un juez lo interpreta cuando es utilizado por los demás actores, así como el modo en que lo incorpora al momento de tomar decisiones (Grijelmo García, 2012, p. 141).
Reducir el análisis a lo expresamente dicho omite el papel del silencio y de las implicaturas en la construcción del sentido. En el derecho, el silencio puede cumplir múltiples funciones estratégicas dentro de la argumentación. En muchos casos, los actores jurídicos utilizan el silencio para vulnerar deliberadamente las máximas conversacionales y posicionar una idea frente a otra (Grijelmo García, 2012, p. 229).
Además, el silencio también produce efectos en decisiones imperativas, como las resoluciones judiciales. Esto ocurre al punto de que la propia legislación reconoce las consecuencias jurídicas derivadas de no referirse a determinados aspectos. Un ejemplo de ello es el silencio administrativo, cuyos efectos pueden ser positivos o negativos y generar automáticamente actos de la administración.
En el ámbito judicial, el silencio también puede constituir un vicio de la sentencia. Es posible recurrir una decisión cuando el juez no se pronuncia sobre todos los aspectos que debía resolver, incurriendo en un supuesto de infra petita. Estos casos se denominan «incongruencia omisiva», y se presentan cuando el juez guarda silencio y no ofrece una respuesta motivada a las pretensiones de las partes. Se trata de un error material que suele ser objeto de recurso o de solicitud de adición y aclaración (Malem Seña, 2008, como se citó en Atienza, 2013, pp. 148-149).
El silencio suele manifestarse como una herramienta de poder a través de «juegos de ausencia» por parte de las autoridades. Esta práctica termina generando oscuridad en las sentencias (Matarrita Arroyo, 2023). La falta de análisis de este fenómeno ha contribuido a que el discurso judicial sea evasivo e incompleto, y ha permitido que los jueces oculten las motivaciones de lo que deciden.
Asimismo, el no referirse a información relevante, incluso cuando se trata de hechos verdaderos, puede conducir a decisiones que no se ajustan plenamente a la realidad. Esto se observa, por ejemplo, en los delitos contra el honor, cuando los tribunales reconocen que lo manifestado por la parte imputada no carece de veracidad, pero ignoran el valor de la insinuación o el sentido global de lo transmitido.
De este modo, al no advertir ciertos elementos, el juez puede incurrir en una forma de «ceguera institucional» (Vermeule, 2006, como se citó en Atienza, 2013, p. 48). En tales casos, se dejan de lado aspectos pragmáticos del proceso y no se realiza un análisis completo de los hechos. En su lugar, se produce una retraducción técnica en la que se rescata únicamente lo que se considera pertinente, mientras se silencian otros hechos controvertidos o argumentos relevantes.
7. ESTADO DEL DEBATE EN COSTA RICA
Hasta ahora, a nivel local el estudio de la pragmática en el discurso jurídico ha sido incipiente. Fuera de contribuciones aisladas no ha habido un verdadero desarrollo del tema en la doctrina costarricense. Tanto es así que las primeras obras en abordar el tema lo hicieron de forma indirecta.  
Ejemplo de lo anterior es el concepto desarrollado por Haba sobre el «platonismo de las reglas» (Haba, 2012, como se citó en Matarrita Arroyo, 2023). Con esta expresión se refiere a la ficción de una visión objetiva y descontextualizada del derecho. Bajo esta visión, el juez aparenta descubrir el significado de los textos jurídicos.
Haba sostiene que esta idea es problemática. Según su planteamiento, la interpretación depende de la conciencia del intérprete. Dicha conciencia está influenciada por elementos cognitivos, emocionales y axiológicos. Forman parte inevitable del proceso interpretativo y no es posible disociarse de ellos (Haba, 2012, como se citó en Matarrita Arroyo, 2023).
Si bien es cierto que estos planteamientos pueden considerarse las primeras aproximaciones al estudio de la pragmática y el derecho en Costa Rica, la realidad es que el autor nunca lo abordó de forma directa con este nombre. 
En cuanto a contribuciones puntuales, existe un artículo que aborda directamente la pragmática en el derecho desde la teoría del lenguaje publicado por Mario Matarrita Arroyo. Este autor ha analizado la jurisprudencia de la Sala Constitucional y del Tribunal Supremo de Elecciones (TSE) desde los conceptos fundamentales de la pragmática y los estudios críticos del discurso.
Por último, Pablo Salazar Carvajal en artículos como «Análisis textual y contextual de actas de Consejo Superior del Poder Judicial y de la Corte Plena en materia disciplinaria contra miembros de la judicatura» y «Derecho y pragmática: una propuesta de estudio» ha propuesto uniformar el estudio del contexto y la intencionalidad en las decisiones judiciales y administrativas del Poder Judicial. Su planteamiento busca integrar ambos elementos en el análisis del discurso jurídico.
En su investigación incluye ejemplos críticos sobre la forma en que la Sala Constitucional y la Sala Tercera han interpretado el requisito constitucional de «orden escrita». En algunos casos, estos tribunales han llegado a admitir que una orden oral puede producir los mismos efectos (Salazar Carvajal, s. f., pp. 2-3).
Salazar ha sostenido que la omisión de la dimensión pragmática en el discurso jurídico genera problemas importantes. Según el autor, esta omisión impide que los operadores jurídicos comprendan las consecuencias de las múltiples interpretaciones posibles de una norma. Como resultado, se generan riesgos para la seguridad jurídica (Salazar Carvajal, s. f., pp. 3-4). 
8. CONCLUSIONES
Visto lo anterior, se desprenden una serie de ideas concluyentes producto de los contenidos abordados. Son las siguientes:
Primero: La pragmática tiene un desarrollo aun reciente, sobre todo si se le compara con las otras dos dimensiones del discurso. Si su desarrollo dentro de la teoría del lenguaje es aún incipiente, en el derecho es todavía menor, aún más en la doctrina hispana. Se identifican libros y artículos específicos que abordan el tema, varios de ellos desarrollados por expertos en otras disciplinas como la lingüística y la filosofía. En consecuencia, todavía queda mucho por investigar sobre cómo la dimensión pragmática del discurso tiene consecuencias importantes en y para el derecho. 
Segundo: Entender la dimensión pragmática del discurso jurídico permite estudiar desde la teoría del lenguaje, cómo el derecho es una práctica lingüística institucionalizada, no solo un conjunto de normas escritas. Los actos que se realizan dentro del mundo jurídico son capaces de modificar, eliminar o legitimar situaciones jurídicas con el respaldo de la institucionalidad. Por lo tanto, analizar el derecho exige entender no solo lo que se dice, sino también la intención del hablante y los efectos que su discurso genera. 
	Tercero: El discurso jurídico está compuesto por una dimensión semántica, sintáctica y pragmática, pero ninguna de ellas puede explicar por sí sola el funcionamiento del derecho. La semántica aporta el significado de las palabras y la sintáctica organiza los argumentos. Por su parte, la pragmática permite comprender cómo esos significados y estructuras operan en contextos concretos. 
	Cuarto: Omitir la dimensión pragmática conduce a interpretaciones incompletas, porque deja fuera el contexto, las intenciones y los efectos del discurso. Así, se favorecen interpretaciones formalistas que ignoran los elementos y consecuencias que rodean el derecho, así como las decisiones que en él se toman. Esta reducción genera un derecho incompleto y artificioso, incapaz de responder a la complejidad de la realidad jurídica. 
Quinto: El silencio también puede generar efectos relevantes en la interpretación y aplicación del derecho. No solo importa aquello que los actores jurídicos expresan, sino también lo que omiten. Ignorar el silencio en el discurso, implica desconocer en muchas ocasiones el verdadero sentido de lo que se expresa y las consecuencias que esto genera. 
Sexto: En Costa Rica, el estudio de la relación entre la pragmática y el derecho es aún incipiente. Se ha desarrollado apenas mediante aportes aislados. Por lo que todavía falta consolidar un desarrollo doctrinal más amplio que permita integrar de manera sistemática la pragmática en el análisis del discurso jurídico costarricense.      
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